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Parte general
2.2.8. Urbanismo y ordenación del 
territorio

2.2.8.1. Introducción
El concepto de sostenibilidad como modelo territorial y urbanístico, recogido en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sos-
tenible de Naciones Unidas, en concreto los objetivos 11 y 13,  supone la configuración de ciudades inclusivas, seguras, 
resilientes y sostenibles.

Resulta pertinente relacionar los objetivos de desarrollo sostenible con los objetivos básicos de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía recogidos en nuestro Estatuto, en particular el objetivo 11 de ODS con los objetivos 7 y 8 del articulo 10.3 
que disponen:

«La Comunidad Autónoma, en defensa del interés general, ejercerá sus poderes con los siguientes objetivos 
básicos:

	▷ 7. La mejora de la calidad de vida de los andaluces y andaluzas, mediante la protección de la naturaleza y 
del medio ambiente, la adecuada gestión del agua y la solidaridad interterritorial en su uso y distribución, 
junto con el desarrollo de los equipamientos sociales, educativos, culturales y sanitarios, así como la dotación 
de infraestructuras modernas.

	▷ 8. La consecución de la cohesión territorial, la solidaridad y la convergencia entre los diversos territorios de 
Andalucía, como forma de superación de los desequilibrios económicos, sociales y culturales y de equipara-
ción de la riqueza y el bienestar entre todos los ciudadanos, especialmente los que habitan en el medio rural.»

Por otra parte el Objetivo 11 de Naciones Unidas señala: «Lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean 
inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles».

Las innovaciones normativas del año 2022 han sido cruciales, considerando que el 22 de diciembre de 2022 resultó 
publicado en el BOJA la convalidación del Decreto-ley 11/2022, de 29 de noviembre, por el que se modifica la Ley 7/2021, 
de 1 de diciembre, de impulso para la sostenibilidad del territorio de Andalucía (LISTA).

De este modo se da cumplimiento a los compromisos adquiridos por la Comunidad Autónoma de Andalucía en el 
acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación, de 10 de agosto de 2022, que se concretan en una interpretación y 
aplicación de los preceptos cuestionados conforme a la legislación estatal que resulta afectada, lo que se completa, 
respecto a concretos artículos de la ley, con el compromiso de promover una iniciativa legislativa y de incorporar los 
criterios interpretativos en su desarrollo reglamentario.

Como señalábamos en los Informes Anuales de 2020, 2021 y 2022 la discrepancia suscitada sobre la constitucionalidad 
del Decreto-ley 3/2019, de 24 de septiembre, de medidas urgentes para la adecuación ambiental y territorial de las edi-
ficaciones irregulares en la Comunidad Autónoma de Andalucía, quedó sustanciada en el seno de la Subcomisión de 
Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de Controversias de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración 
General del Estado-Comunidad Autónoma de Andalucía en la que mediante acuerdo publicado por resolución de 4 
de marzo de 2021, los compromisos adoptados por la Comunidad Autónoma han sido plasmados en el texto articulado 
de la LISTA.

En relación al compromiso de la Administración General del Estado de establecer en la Ley de Costas una regulación 
específica sobre el plazo de prescripción de las acciones en la zona de influencia del litoral, ha sido resuelto de forma 
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transitoria (Disposición Transitoria Sexta de la LISTA) fijando el plazo para restablecer la legalidad territorial y urbanística 
en la zona de influencia del litoral en 6 años, hasta que se produzca una regulación específica en la legislación básica en 
materia de costas. Hasta el momento la Administración General del Estado no ha instado la correspondiente iniciativa 
legislativa.

Un gran número de quejas de las presentadas en años anteriores, principalmente en 2022, hemos continuado con su 
tramitación a lo largo de 2023, dado que muchas veces el curso de estos expedientes se dilata en el tiempo y para su 
resolución requieren de procedimientos administrativos complejos que conllevan múltiples trámites.

En relación al planeamiento urbanístico y el complejo sistema de tramitación en los sucesivos planes generales, hemos 
de destacar la queja 22/2226 donde queda patente el esfuerzo tanto de la administración urbanística como de los par-
ticulares afectados y promotores, en la diligencia debida en el cumplimiento de sus deberes para la prosperidad de los 
condicionantes urbanísticos del planeamiento.

Las carencias en los procesos de participación ciudadana es una de las cuestiones que aparece en las quejas relativas a 
deficiencias en la tramitación de actos preparatorios del procedimiento de elaboración de los instrumentos de planea-
miento, ya sean generales o de desarrollo. Igualmente se denuncian dificultades para obtener información y participar 
en modificaciones de planeamiento, obteniendo el silencio de la administración como respuesta.

También se denuncian dificultades para obtener información en materia de infraestructuras viarias.

Así mismo, se dan casos de reclamaciones respecto de los itinerarios peatonales que requieren proyectos de reurbani-
zación de sistemas generales de red viaria.

Han sido numerosas las quejas relativas al cumplimiento del deber de edificación y la inclusión de algún solar en el 
registro municipal de solares y edificaciones ruinosas, como instrumento impulsor de la actividad inmobiliaria para 
evitar la especulación.

Por otra parte, se denuncia con frecuencia el mal estado de conservación de solares e inmuebles que perjudican a 
terceros colindantes que se ven afectados por las deficientes condiciones de seguridad y salubridad de los mismos.

Es en esta materia de disciplina urbanística en la que recibimos un gran número de quejas, pero su importancia en la 
labor de este área no es sólo cuantitativa sino cualitativa, ya que en algunos casos resultan afecciones de carácter penal, 
con lo que ello implica. El motivo más frecuente es la inactividad de la administración ante denuncias ciudadanas ya 
sea por obras sin licencia o por obras que no se ajustan a la licencia concedida en suelo urbano.

En este apartado, son numerosas las quejas tramitadas por esta Defensoría en las que se advirtió pasividad municipal. 
Mencionaremos el caso del uso de locales comerciales como viviendas sin contar con las adecuadas condiciones de 
habitabilidad y seguridad; la apertura de puerta a un patio común y su uso privativo por un establecimiento de hoste-
lería; obras sin licencia que, además, invadían el dominio público; consolidación de una parcelación irregular en la que 
se siguen desarrollando construcciones; ausencia de impulso a expediente de protección de la legalidad urbanística; 
construcciones sin licencia en suelo no urbanizable; construcción en azotea de edificio que causa perjuicios al vecindario 
de los pisos inferiores, etcétera.

En el presente ejercicio hemos avanzado en la queja incoada de oficio, queja 22/8588, relativa a la formulación de in-
ventario de edificaciones irregulares en el suelo rústico de Andalucía, dada la enorme preocupación ante las graves 
agresiones que se vienen perpetrando en nuestro territorio contra el suelo rústico como consecuencia de la ejecución 
de obras y edificaciones no autorizadas con el importante daño, en muchos casos irreparable, que ello conlleva para sus 
valores naturales, medioambientales y agrícolas.

Pero también son objeto de numerosas quejas los expedientes de restauración de legalidad urbanística, su incumpli-
miento y la petición de ejecución subsidiaria de la  administración pública en suelo rústico. En este sentido, el Título VIII 
de la Ley 7/2021,de 1 de diciembre, de impulso para la sostenibilidad del territorio de  Andalucía, puede dar solución a 
muchas de las agrupaciones de edificaciones irregulares cuya demanda principal es el acceso a los servicios básicos de 
abastecimiento y saneamiento de agua, mediante los Planes Especiales de adecuación ambiental y territorial.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-la-formulacion-de-un-inventario-de-edificaciones-irregulares-en-el-suelo-rustico
https://www.boe.es/boe/dias/2021/12/20/pdfs/BOE-A-2021-20916.pdf
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La gestión urbanística, entendida como el conjunto de procedimientos establecidos en la legislación urbanística para 
la transformación del uso del suelo, y especialmente para la urbanización de éste, de acuerdo con el planeamiento, 
también ha sido objeto de quejas durante 2023.

Así se plantean los problemas asociados a la paralización injustificada de expropiaciones urbanísticas; la dilación in-
justificada en los plazos de las expropiaciones; deficiencias en la ejecución de los proyectos de urbanización; falta de 
ejecución de planeamiento urbanístico en los plazos programados; inactividad municipal en la dotación efectiva de los 
equipamientos y zonas verdes; y, por último, vinculado a los procesos de gestión urbanística hay numerosas quejas por 
falta de suministro de servicios básicos (agua, luz, etc).

A destacar la queja relativa a la discordancia en el ancho de las calles entre el proyecto de urbanización aprobado y el 
realmente ejecutado.

Por último, no suelen ser infrecuentes las quejas relativas a la falta de personal en el ámbito urbanístico de gestión.

En lo que se refiere a rehabilitación y regeneración urbana, hemos recibido quejas en las que se reclama la mejora y 
recalificación de las barriadas; se denuncia el mal estado de conservación de plazas y calles importantes de la ciudad 
consolidada; se reclama la inactividad municipal en el abandono de la edificaciones; e incluso una de las quejas reclama 
la rehabilitación y regeneración urbana como instrumento para la lucha contra la despoblación.

Una mención especial merecen las urbanizaciones irregulares que, si bien no siempre están incluidas en el ámbito de la 
gestión urbanística, sí están necesitadas de una respuesta del planeamiento urbanístico y, en algunos casos, de planes 
de ordenación del territorio. En estos supuestos hay implicaciones del Plan de Ordenación del Territorio de la Janda y 
Plan de Ordenación del Territorio de la Aglomeración Urbana de Sevilla.

En cuanto a la responsabilidad patrimonial como consecuencia del ejercicio de la actividad urbanística, las quejas se 
centran en la falta de tramitación administrativa de los expedientes, así como daños como consecuencia de la falta de 
conservación de la vía pública.

2.2.8.2. Ordenación del territorio
En cuanto a la ordenación del territorio, si bien concretamente no hay quejas que invoquen esta materia, no es menos 
cierto, que numerosas quejas en las que reclaman el servicio de abastecimiento y saneamiento de agua tienen una 
implicación directa en la ordenación del territorio en la que se enmarcan.

Como ejemplo la queja 23/2475, en la que numerosos vecinos solicitaban el inicio de la tramitación del Plan Especial de 
Adecuación Ambiental y Territorial. Plan que tiene por objeto identificar y delimitar una agrupación de edificaciones 
irregulares con la finalidad de establecer las medidas necesarias para su integración ambiental, territorial y paisajística 
y para garantizar las condiciones mínimas de seguridad y salubridad de la población Este Plan permitirá establecer in-
fraestructuras comunes de servicios básicos de abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energía eléctrica, 
así como de telecomunicaciones.

A este respecto hemos de hacer referencia a la Orden de 25 de enero de 2023 (BOJA núm. 30 de 14 de febrero de 2023), 
de la Consejería de Fomento, Articulación del Territorio y Vivienda, que ha aprobado la Convocatoria para el ejercicio 
2023 de las ayudas previstas en la Orden de 16 de mayo (BOJA núm. 96 de 23 de mayo de 2022) por la que se aprueban 
las bases reguladoras para la concesión de subvenciones, en concurrencia competitiva, destinadas a la redacción de 
planes especiales de adecuación ambiental y territorial de agrupaciones de edificaciones irregulares.

De esta manera se conceden ayudas para la redacción de los planes de adecuación ambiental y territorial de 34 agrupa-
ciones de edificaciones irregulares, que permitan dotar de infraestructuras básicas de saneamiento, agua y electricidad 
que garanticen las condiciones mínimas de seguridad, salubridad y calidad ambiental.

Según declaraciones de la Consejera competente en la materia “se prevé que estos planes especiales beneficien a 6.208 
edificaciones irregulares, según las estimaciones que han facilitado en su petición los propios solicitantes“, lo que supone 
el inicio de la regularización de las “alrededor de 300.000 edificaciones  irregulares” que se recogen en la Exposición de 
Motivos del Decreto-ley 3/2019, de 24 de septiembre, de medidas urgentes para la adecuación ambiental y territorial de 
las edificaciones irregulares en la Comunidad Autónoma de Andalucía.
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2.2.8.3. Urbanismo

2.2.8.3.1. Planeamiento urbanístico

En materia de planeamiento, aunque no han sido muchas las planteadas en el año 2023, destacamos aquellas que 
reclaman el cumplimiento de los procesos de participación ciudadana y, en concreto, la respuesta de la administración 
en los trámites de consulta ciudadana.

Son numerosas las quejas en trámite, únicamente a los efectos de que la Administración de una respuesta expresa a 
los escritos presentados, en este sentido.

2.2.8.3.2. Disciplina Urbanística

En esta materia es, sin lugar a dudas, en la que nos formulan una mayor cantidad de quejas y en las que se suscita la 
necesidad de formular resoluciones a las administraciones públicas competentes afectadas.

Debemos relatar la queja 22/8588, incoada de oficio, en relación con la necesaria elaboración de inventarios de edificacio-
nes irregulares en suelo rústico. Una queja que plantea una cuestión en la que esta Institución ha venido insistiendo en 
los informes anuales al Parlamento de Andalucía y en algunos informes especiales y jornadas, ya que entendemos que 
la actualización de estos inventarios resulta esencial ante las graves agresiones que se vienen perpetrando en nuestro 
territorio contra el suelo rústico, como consecuencia de la ejecución de obras y edificaciones no autorizadas.

En la Exposición de motivos del Decreto-ley 3/2019, de 24 de septiembre, de medidas urgentes para la adecuación 
ambiental y territorial de las edificaciones irregulares en la Comunidad Autónoma de Andalucía, se hacía constar que:

«De los datos obtenidos para la elaboración del «Análisis- diagnóstico de la ocupación edificatoria en el suelo 
no urbanizable de Andalucía», en mayo de 2009 por la Consejería con competencias en materia de urbanismo, 
y de análisis aproximativos del territorio andaluz en desarrollo de los distintos Planes Generales de Inspección, 
plasmados en información georeferenciada de la actividad inspectora durante el período 2009 -2019, se puede 
concluir que de un total de unas 500.000 edificaciones existentes en suelo no urbanizable en Andalucía, alre-
dedor de 300.000 edificaciones son irregulares, de las cuales tan sólo han sido declaradas en asimilado a fuera 
de ordenación y por consiguiente han podido acceder a los suministros básicos en condiciones mínimas de 
seguridad y salubridad, un 26% de dichas viviendas.

Cuestiones de salubridad, con la creciente contaminación de los acuíferos, de seguridad o de enganches ilegales 
de energía, entre otros, son los que están marcando el devenir de estos ámbitos en los que la ingente aglome-
ración y el crecimiento de edificaciones parecen no tener límite alguno.»

Si queremos evitar o, al menos, paliar las consecuencias de estas construcciones irregulares en suelo rústico, es necesario 
que se produzca una rápida respuesta por parte de los poderes públicos cuando se tenga noticias del inicio de las obras, 
a fin de que estas edificaciones no se consoliden.

En este ámbito no caben respuestas tardías, puesto que la intervención resulta mucho más eficaz cuando se está ini-
ciando una construcción o parcelación ilegal, que cuando la misma ya se ha consolidado.

Se da la circunstancia de que estos atentados a importantes valores naturales se producen, en muchos casos, en peque-
ños municipios de nuestra geografía que se encuentran cada vez mas presionados por una especulación urbanística 
depredadora.

La ausencia de una adecuada respuesta a estas agresiones por parte de los responsables municipales de estas peque-
ñas localidades cabe atribuirla, en buena medida, a la insuficiencia de medios técnicos y personales que padecen, pero 
sin  desdeñar la influencia que muchas veces tiene en estos procesos la cercanía y las relaciones cotidianas de vecindad 
entre las autoridades locales y los infractores. Una realidad que hace difícil y compleja la imposición y ejecución de las 
sanciones, y todavía mas la ejecución de las órdenes de demoliciones que puedan resultar procedentes.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-la-formulacion-de-un-inventario-de-edificaciones-irregulares-en-el-suelo-rustico


DESGLOSE POR TEMAS · INFORME ANUAL DPA 2023

17. Urbanismo y obras públicas

7

La Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de impulso para la sostenibilidad del territorio de Andalucía (LISTA) afronta con más 
determinación la solución de los problemas existentes respecto a edificaciones irregulares en suelo rústico que la preven-
ción de que no aparezcan otras nuevas. En este sentido, consideramos que la disciplina preventiva es tan recomendable 
o más que la punitiva y a este respecto, potenciar la figura de los planes de inspección autonómicos y municipales nos 
parece determinante.

Por todo ello, en la queja de oficio 22/8588, nos hemos interesado por conocer el parecer de la Consejería de Fomento, 
Articulación del Territorio y Vivienda, las 8 Diputaciones Provinciales Andaluzas, y la Federación Andaluza de Municipios 
y Provincias, respecto de las siguientes cuestiones:

	▷ Conveniencia de la realización de un único inventario del suelo rústico de Andalucía o, en su defecto, uno por cada 
una de las ocho provincias andaluzas.

Estos inventarios serían impulsados bien por la propia Consejería competente en la materia o por las Diputaciones pro-
vinciales, directamente o en colaboración con la CCAA y se actualizarían periódicamente utilizando medios técnicos ya 
existentes como el Ortofoto del PNOA o por elaboración propia.

Los inventarios contendrían la relación de las edificaciones, asentamientos, parcelaciones y demás actuaciones que 
deberían ser objeto de la potestad de disciplina o, en su caso, de legalización o reconocimiento, de conformidad con la 
normativa territorial y urbanística de aplicación.

Incluirían un seguimiento periódico de las alteraciones producidas en todo el suelo rústico de Andalucía. Los datos 
obtenidos de dichos inventarios servirían de apoyo para la suscripción de futuros convenios de colaboración entre las 
administraciones implicadas y para la elaboración de los Planes Municipales y Autonómicos de Inspección Urbanística y 
de apoyo a los inspectores municipales y a los Cuerpos de Inspectores y Subinspectores autonómicos para el desarrollo 
de su labor profesional.

En este sentido hemos de mencionar la Orden de 31 de agosto de 2023, por la que se aprueba el Plan General de Ins-
pección Territorial y Urbanística para el cuatrienio 2023-2026, que tiene como objetivo garantizar el uso racional del 
territorio, favoreciendo la ciudad compacta y evitando la dispersión de usos residenciales ilegales a través del control de 
actos que puedan inducir a la formación de nuevos asentamientos en suelo rústico o a un incremento de la superficie 
ocupada por los preexistentes.

Para el cumplimiento de este objetivo entendemos que puede ser de enorme utilidad la realización de un único inven-
tario del suelo rústico de Andalucía o, en su defecto, uno por cada una de las ocho provincias andaluzas, impulsado bien 
por la propia Consejería competente en la materia o por las Diputaciones provinciales.

En este sentido las quejas 22/1900, 22/2706, 22/7465, 23/1747, 23/6192, 21/3158, 21/7777, 22/8346, 23/1355, 23/4314.

Por otro lado en materia de disciplina urbanística hemos detectado que determinados municipios no inician expediente 
sancionador una vez constatado el hecho infractor, limitándose a tramitar, en su caso, el expediente de restauración de 
la legalidad urbanística. Así la queja 22/4462.

Esta práctica irregular, que genera sensación de impunidad en los infractores, puede ser objeto de tratamiento en una 
próxima queja de oficio, a efectos de comprobar si se trata de una irregularidad en una corporación municipal concreta 
o, por el contrario, se presenta como una práctica más extendida en el ámbito municipal.

Han sido numerosas las quejas relativas al deber de conservación. La Ley impone a los propietarios y usuarios la obliga-
ción de seguir las instrucciones de mantenimiento. En efecto, el art. 16 de la LOE dispone lo siguiente: «1. Son obligacio-
nes de los propietarios conservar en buen estado la edificación mediante un adecuado uso y mantenimiento, así como 
recibir, conservar y transmitir la documentación de la obra ejecutada y los seguros y garantías con que ésta cuente.»

El art. 7 de la misma LOE se refiere al “libro del edificio” y a la documentación de la obra ejecutada, que permitirá a los 
usuarios del edificio conocer las condiciones de uso del propio edificio y de sus elementos o instalaciones, emprender las 
necesarias operaciones de mantenimiento, prolongando su vida útil y evitando el deterioro irreversible de sus elementos, 
o llevar a cabo obras de reforma o rehabilitación con el conocimiento cierto de las condiciones en que se encuentra el 
edificio o se efectuó su construcción.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-la-formulacion-de-un-inventario-de-edificaciones-irregulares-en-el-suelo-rustico
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/tras-la-denuncia-de-una-asociacion-el-ayuntamiento-retoma-las-acciones-de-disciplina-urbanistica-de
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Por lo que se refiere a la Ley de Propiedad Horizontal, la obligación de realizar las obras necesarias en el edificio se con-
templa en el art. 10,1 LPH, que dispone: «Será obligación de la comunidad la realización de las obras necesarias para el 
adecuado sostenimiento y conservación del inmueble y de sus servicios, de modo que reúna las debidas condiciones 
estructurales, de estanqueidad, habitabilidad, accesibilidad y seguridad”»

La LISTA dedica un capítulo de su articulado para configurar el deber de conservación y rehabilitación.

Las personas propietarias de terrenos, instalaciones, construcciones y edificaciones tienen el deber de mantenerlos 
en condiciones de seguridad, salubridad, funcionalidad, accesibilidad universal, eficiencia energética, ornato público 
y demás que exijan las leyes. Realizando los trabajos y obras precisos para conservarlos o rehabilitarlos, aunque para 
ello sea necesario el uso de espacios libres o de dominio público, a fin de mantener en todo momento las condiciones 
requeridas para su habitabilidad o uso efectivo.

El deber de conservación y rehabilitación integra igualmente el deber de realizar las obras adicionales que la Admi-
nistración ordene por motivos turísticos o culturales, o para la mejora de la calidad y sostenibilidad del medio urbano.

Los Ayuntamientos deberán ordenar, de oficio o a instancia de cualquier interesado, la ejecución de las obras necesarias 
para mantener y alcanzar las condiciones.

La nueva ley aborda nuevos conceptos como el deber de mantenimiento en las condiciones relativas a funcionalidad, 
accesibilidad, eficiencia energética, turísticos, culturales y de mejora del medio urbano.

En este sentido las quejas 22/8259, 23/4466, 23/5387 y 23/6125.

También estamos recibiendo numerosas quejas relativas a la limpieza de solares y su mantenimiento en las debidas 
condiciones de conservación, así las quejas 23/2985, 23/3563, 23/3565 y 23/4434.

2.2.8.3.3. Gestión urbanística

Entramos en materia de gestión urbanística, entendida como el conjunto de procedimientos establecidos en la legis-
lación urbanística para la transformación del uso del suelo, y especialmente para la urbanización de éste, de acuerdo 
con el planeamiento urbanístico.

En este aspecto debemos destacar la enorme dificultad que supone la gestión de unidades urbanísticas por el 
sistema de compensación. Se trata de un sistema de ejecución urbanística indirecto, en el que son los propietarios 
quienes aportan los terrenos de cesión obligatoria y se realizan las obras de transformación a su costa en los términos 
y condiciones que determine el plan.

Hemos detectado la demora en la gestión mediante este sistema, el fraude, la pasividad en el cumplimiento de las 
obligación de constituirse en junta compensación, y, por último y no menos importante, la falta de respuesta municipal 
ante los incumplimientos iniciando la sustitución del sistema de gestión.

En este sentido las quejas 23/4392, 23/8228 y 23/7568.

2.2.8.3.4. Responsabilidad patrimonial y silencio en materia urbanística

En materia de responsabilidad patrimonial como consecuencia del ejercicio de la actividad urbanística las quejas 23/3289, 
23/0989 y 22/7097.

Por lo que respecta al silencio mantenido por las administraciones locales en materia urbanística y como es habitual, 
han sido numerosas las quejas que en 2023 se han presentado ante esta Defensoría y que solemos admitir a trámite 
únicamente a los efectos de que la administración afectada, normalmente ayuntamientos al ser los titulares de la com-
petencia municipal urbanística, den respuesta expresa a los escritos presentados por las personas afectadas, es decir, sin 
entrar en el fondo de las cuestiones planteadas, al mismo tiempo que recordamos la necesidad de resolución expresa, 
rogando que nos informen al respecto.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-procede-al-vallado-de-los-solares-que-generaban-problemas-de-salubridad-y-ruidos
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2.2.8.4. Obras públicas
Uno de los motivos mas frecuente de queja en materia de obras públicas es la falta de resolución de las administraciones 
a los procedimientos de exigencia de responsabilidad patrimonial iniciados por particulares tras producirse alguna 
lesión en sus bienes y derechos que consideran imputable al funcionamiento anómalo de la administración.

Mayoritariamente estos procedimientos van dirigidos contra ayuntamientos y los prolongados retrasos en resolver de los 
mismos ponen de manifiesto, tanto las carencias de personal de estas administraciones, como la reticencia de muchos 
Consistorios a asumir responsabilidades por un posible mal funcionamiento de sus servicios públicos

Normalmente nuestra intervención en estos expedientes tiene por objeto conseguir que los mismos sean impulsados 
y concluyan con una resolución que, o bien satisfaga las pretensiones de la persona promotora de la queja o, cuanto 
menos, le posibilite ejercer su derecho de recurso en vía jurisdiccional.

Se trata de una intervención fundamentalmente formalista y procedimental, ya que no solemos entrar a valorar las 
cuestiones de fondo al no disponer de los medios personales y técnicos que serían necesarios para hacer una valoración 
adecuada de las pruebas aportadas.

De lo observado en los casos tramitados, podemos decir que los ayuntamientos se muestran especialmente reticentes 
a reconocer responsabilidades por daños producidos tras una caída en la vía pública. Es frecuente que en la resolución 
desestimatoria se acuda a una línea jurisprudencial que se muestra particularmente rigurosa al exigir, para estimar la 
responsabilidad, que debe quedar acreditado que el suceso que motivo el daño no pudo ser evitado con una mínima 
diligencia por el lesionado.

Entiende esta línea jurisprudencial que no basta con acreditar la existencia de algún desperfecto en la vía pública para 
considerar responsable a la entidad local, sino que además debe acreditarse que la persona lesionada no hubiera podido 
evitar el daño de haber mantenido una actitud vigilante y cuidadosa.

De entre las numerosas quejas tramitadas en relación con procedimientos de responsabilidad patrimonial en 2023 
podemos reseñar los siguientes: 23/8177, tras caída por el mal estado de una arqueta; 23/7025, tras caída por mal estado 
del pavimento; 23/6642, tras caída por mal estado y deficiente iluminación de un paso de cebra; o 23/4154, tras caída 
por un agujero en la vía pública.

Otro motivo frecuente de quejas en materia de obras públicas son las denuncias por el mal estado de alguna carre-
tera, calle o camino. Se trata normalmente de quejas bien fundamentadas que ponen de manifiesto una deficiente 
conservación o mantenimiento de las vías en cuestión.

Tras solicitar los oportunos informes a las administraciones responsables del mantenimiento de estas vías no es in-
frecuente que la respuesta recibida reconozca sin ambages las deficiencias denunciadas, pero justifique las mismas 
aduciendo la insuficiencia de fondos para mantener adecuadamente una red de vías especialmente extensa.

En tales casos, y entendiendo la dificultad de mantener en perfecto estado estas vías, procuramos cuando menos que 
el arreglo de las mismas esté contemplado en los planes de inversión correspondientes.

Tal ha sido el caso de la queja 23/2742 que denunciaba la situación de la carretera A-8005, que discurre por varios términos 
municipales de la provincia de Sevilla, tales como Tocina, Brenes, Cantillana, La Rinconada y Sevilla. Según la denuncia 
recibida esta carretera presenta un estado lamentable, con multitud de grietas, baches y desniveles, que hacen que la 
adherencia de los neumáticos de los vehículos sea casi inexistente y en numerosas ocasiones estos vehículos tengan 
que circular por el arcén o invadiendo el carril contrario.

La Consejería reconoce en su informe los problemas de esta vía y anuncia su disponibilidad a acometer mejoras en la 
misma en cuanto tenga disponibilidad presupuestaria para ello.

Otro grupo importante de quejas es el que denuncia el mal estado de servicios públicos básicos como el alumbrado 
o la limpieza.
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Tal fue el caso de la queja 23/2175 que denunciaba el mal estado de varias farolas en una calle que dejaban a la misma 
en estado de penumbra, convirtiendo en arriesgado el transito por la misma. Tras nuestra intervención el Ayuntamiento 
repuso las farolas en mal estado.

Reseñar, por último el elevado número de quejas relacionadas con procedimientos expropiatorios en curso o ya conclu-
sos. Mayoritariamente traen causa de dilaciones en la resolución del procedimiento o en el pago del justiprecio, aunque 
también los hay que cuestionan el fin de la expropiación, la necesidad de ocupación de determinados bienes o piden 
la reversión de lo expropiado.

Podemos reseñar a estos efectos la queja 23/8631, por retraso injustificado en resolver el procedimiento de fijación del 
justiprecio; la queja 23/5998, que cuestiona la extensión del ámbito expropiatorio; la queja 23/3235, por falta de delimita-
ción del terreno que va a ser objeto de expropiación; y la queja 23/2780, por demora en el abono del justiprecio.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-de-santa-elena-sustituye-las-bombillas-fundidas-del-alumbrado-publico-de-una-calle
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